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SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

FALLO

Ha decidido

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 10 de
mayo de 1991. don José Manuel Villasante García. Pro­
curador de los Tribunales. en nombre y representación
de ANGED. interpuso recurso de amparo contra la Sen­
tencia de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional.
de 19 de febrero de 1991. que revocó en suplicación
la dictada por el Juzgado de lo Social núm. 19 de Madrid
el 30 de junio de 1990.

2. Los hechos que dan lugar a la presente demanda
de amparo son. en síntesis. los siguientes:

a) Determinados sindicatos -FASGA. UGT (Comer­
cio). CCOO (Comercio) y FETICO- formalizaron demanda
de conflicto colectivo contra ANGED pretendiendo que
el arto 22.3 del Convenio colectivo aplicable -que dis­
pone que «la fecha inicial del cómputo de la antigüedad
será la de ingreso del trabajador en la empresa. com­
putándose a efectos de antiguedad. el tiempo en el que
el trabajador haya permanecido contratado bajo la moda­
lidad de trabajo para la formación o prácticas con pos­
terioridad al 1 de enero de 1978»- se interpretará en
el sentido de que todos los trabajadores tenían derecho
al cómputo de la antigüedad desde el momento de su
ingreso fuese cual fuese la fecha de incorporación.

b) La citada demanda fue desestimada por Senten­
cia del Juzgado de lo Social de Madrid núm. 19 de 30
de junio de 1990.

c) Interpuesto recurso de suplicación por las aso­
ciaciones sindicales demandantes. fue estimado por la
Sala de la Audiencia Nacional de 19 de febrero de 1991.
Razona la Audiencia Nacional. de un lado. que el pro­
cedimiento de conflicto colectivo era adecuado para
el tipo de pretensión esgrimido y. de otro. que en el
arto 22.3 del Convenio objeto de recurso existe un vacío
respecto de los trabajadores contratados en prácticas
con anterioridad al 1 de enero de 1978. vacío que debía
colmarse con referencia al art. 11.1 d) del Estatuto de
los Trabajadores (ET.) y a una reiterada doctrina juris­
prudencial favorable a las tesis sindicales. lo que conduce
a dictar fallo declarando la obligatoriedad de que las
empresas reconozcan «el período de duración del con­
trato de aprendizaje. en prácticas y formación cuando
el empleado haya pasado sin interrupción a fijo para
calcular el complemento de antigüedad cualquiera que
fuera la fecha de ingreso».

3. El recurso de amparo se dirige contra esta última
Sentencia. entendiendo infringidos los arts. 28.1 -en
relación con el 37.1 C.E.- y 24.1 C.E Se solicita la anu­
lación de la Sentencia impugnada. con devolución de
actuaciones a la Audiencia Nacional para que dicte una
nueva respetuosa con los citados derechos fundamen­
tales. Asimismo. se pide la suspensión de la Sentencia
impugnada.

Los argumentos en los que se basa la demanda de
amparo son los siguientes:

a) Se afirma infringido el arto 28.1 C.E -en relación
con el art. 37.1 C.E- A juicio de la entidad recurrente.
la libertad sindical comprende. según reiterada jurispru­
dencia de este Tribunal. el derecho a la negociación
colectiva (SSTC 70/1982. 4/1983. 12/1983.
87/1983.59/1983.74/1983. 118/1983 y 73/1984).
En consecuencia. una aplicación judicial del Convenio
que no sea respetuosa con lo. pactado resulta contraria
a la libertad sindical. Esta conclusión no viene obsta­
culizada por el hecho de que el recurso lo interponga
una asociación empresarial pues también los empresa­
rios son titulares del derecho de libertad sindical (art.

Sala Segunda. Sentencia 92/1994. de 21
de marzo de 1994. Recurso de amparo
955/1991. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social de la Audiencia Nacional que revocó
en suplicación la dictada por el Juzgado de
lo Social num. 19 de Madrid. Supuesta vul­
neración de los derechos a la tutela judicial
efectiva y a la libertad sindical: interpretación
de Convenio colectivo.
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La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo.don José
Gabaldón López. don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

la siguiente

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintiuno de marzo de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio
Diaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Firmado y rubricado.

1.° Denegar el amparo solicitado por don José Luis
López del Rosario.

2.° Dejar sin efecto la suspensión del Auto de la
Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Zaragoza.
de 19 de diciembre de 1990. que declaraba la firmeza
de l.a Sentencia de 19 de octubre de 1990 dictada por
el mismo órgano jurisdiccional en el procedimiento abre­
viado núm. 80/89. rollo 52.

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

En el recurso de amparo núm. 955/91 interpuesto
por el Procurador don José Manuel Villasante García.
y asistido del Letrado don Juan Antonio Sagardoy Ben­
goechea. en nombre y representación de la Asociación
de Grandes y Medianas Empresas de Distribución
(ANGED) contra la Sentencia dictada por la Sala de lo
Social de la Audiencia Nacional de 19 de febrero de
1991. que revocó en suplicación la dictada por el Juz­
gado de lo Social núm. 19 de Madrid. el 30 de junio
de 1990. Han comparecido el Ministerio Fiscal y las
entidades sindicales «FASGA». «FEC-UGT» y
«FEC-CCOO». representados respectivamente por las
Procuradoras doña Rosario Villanueva Camuiñas. doña
Rosina Montes Agustí y doña Maria Luz Albacar Medina.
y asistidos de Letrado. Ha sido Ponente el Magistrado
don Caries Viver Pi-Sunyer. quien expresa el parecer de
la Sala.
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7 Y 28.1 C.E. -«todos>>- y Disposición derogatoria
L.O.L.S.). Pues bien, en este caso no puede negarse que
la Sala de la Audiencia Nacional ha desconocido direc­
tamente lo pactado en el Convenio: éste --continuando
la tendencia mantenida en los Convenios anteriores­
ha limitado el reconocimiento de la antigüedad a los
contratados en formación cuyo ingreso definitivo se pro­
dujo con posterioridad a 1 de enero de 1978. La propia
Sentencia reconoce que el Convenio establece un límite.
y, a pesar de ello, emite un fallo radicalmente contra­
dictorio con la previsión convencional.

b) Adicionalmente, se ha infringido el arto 24.1 C.E.
«debido a que la ratio decidendi del fallo se encuentra
en buena medida justificada en la posible ilegalidad del
arto 22.3 del Convenio colectivo, siendo así que la pre­
tensión de los promotores del conflicto colectivo estaba
limitada a la interpretación de dicho precepto, sin impug­
narse la validez del Convenio... Lo que fue planteado
como cuestión interpretativa ha sido convertido por la
Audiencia Nacional en juicio de legalidad del Convenio.
Sin embargo, para ello hubiera sido preciso úna espe­
cífica acción de impugnación del Convenio. con empla­
zamiento de la Comisión negociadora.

4. En providencia de 1 de julio de 1991, la Sección
Cuarta acordó, de conformidad con lo dispuesto en el.
arto 50.3 LOTC, conceder plazo común de diez días á
la solicitante de amparo y al Ministerio Fiscal para que
formulasen alegaciones sobre la posible concurrencia
de la causa de inadmisión del arto 50.1 c) LOTC.

5. Realizadas las alegaciones correspondientes, la
referida Sección acordó, en providencia de 11 de sep­
tiembre de 1991, admitir a trámite la demanda de ampa­
ro, y, en consecuencia. solicitar las actuaciones corres­
pondientes e interesar el emplazamiento -de los que
hubieran sido parte en la vía judicial.

6. En otra providencia de 11 de septiembre de
1991, la Sección Cuarta acordó formar. con copia de
la demanda de amparo, pieza separada de suspensión
y conceder, con arreglo a lo dispuesto en el arto 56.2
LOTC, un plazo común de tres días a la solicitante de
amparo y al Ministerio Fiscal para la formulación de
alegaciones.

7. La Sala Segunda dictó Auto de 14 de octubre
de 1991 en cuya parte dispositiva se acuerda suspender
la eficacia de la Sentencia de la Sala de lo Social de
la Audiencia Nacional de 19 de febrero de 1991, dictada
en recurso de suplicación especial contra la del Juzgado
de lo Social núm. 19 de Madrid de 30 de junio de 1990.

8. En un escrito presentado el 7 de febrero de 1992
en el trámite de alegaciones del arto 52.1 LOTC se inte­
resó por la Procuradora doña María Luz Albacar Medina,
en representación de la Federación Estatal del Comercio
de Comisiones Obreras, el levantamiento de la suspen­
sión acordada el 14 de octubre de 1991.

Por Auto de 30 de marzo de 1992 la Sala acordó
no acceder al levantamiento de la suspensión interesado.

9. Por providencia de 13 de enero de 1992, la Sec­
ción acordó acusar recibo de las actuaciones judiciales
solicitadas en su día, y tener por comparecidos a la Fede­
ración de Asociaciones Sindicales de Grandes Almace­
nes (FASGA). a la Federación Estatal de Comercio de
la UGT (FEC-UGT), y a la Federación Estatal de Comercio
de CCOO (FEC-CCOO). representadas respectivamente
por las Procuradoras doña Rosario Villanueva Camuiñas,
doña Rosina Montes Agustí y doña María Luz Albacar
Medina, aun concediendo a la primera plazo de veinte
días para acreditar su representación. En la misma pro-

videncia se acordó conceder plazo común de veinte días
para que presentaran las alegaciones pertinentes.

10. El 31 de enero de 1992 presentó su escrito
de alegaciones el Procurador señor Villasante García,
en nombre y representación de la entidad «ANGED..,
en el que se ratificaba íntegramente en el escrito de
formalización de la demanda de amparo y en el posterior
escrito de alegaciones de 11 de julio de 1991.

11. El 30 de enero de 1992 presentó sus alega­
ciones la Procuradora señora Villanueva Camuiñas, en
nombre y representación de la entidad «FASGA.., razo­
nando que en las Sentencias recurridas no cabía hallar
vulneración alguna de derechos fundamentales.

Del arto 37 C.E. porque los convenios deben aplicarse,
en efecto, pero sin perjuicio del principio de jerarquía
normativa.

Del arto 24.1 C.E. porque no consta que se le haya
producido indefensión al recurrente en modo alguno.
sólo que ha recibido una resolución judicial de la que
discrepa. y que lo único que ha hecho ha sido interpretar
de acuerdo con la legalidad el art. 22 del Convenio
discutido.

12. El 8 de febrero de 1992 presentó sus alega­
ciones la Procuradora señora Montes Agustí, en nombre
de «FEC-UGT...

Destaca en primer lugar que no cabe alegar en ampa­
ro la violación del art.37 C.E.. trayendo en definitiva
ante el Tribunal Constitucional un asunto de mera lega­
lidad ordinaria, y que, de cualquier modo, lo que pretende
el demandante es que el Tribunal Constitucional medie
en una cuestión relativa a la mera interpretación de un
artículo que integra un Convenio colectivo, dándose ade­
más la circunstancia de que la interpretación dada al
mismo por la Audiencia Nacional es totalmente correcta.
por haber tomado en consideración «las disposiciones
legales y reglamentarias del Estado.., que se utilizaron
para pronunciarse al respecto de un supuesto de hecho
no contemplado en el Convenio, como la situación rela­
tiva a los trabajadores ingresados en la empresa antes
del primero de enero de 1978.

Por último, alega que no se ha producido indefensión
al demandante puesto que, ni se pretendía la impug­
nación del Convenio ni. en todo caso. la vía seguida
-la del procedimiento de conflicto colectivo- podría con·
siderarse inadecuada para ese propósito.

13. El 7 de febrero de 1992 presentó sus alega­
ciones la Procuradora señora Albacar Medina, en nombre
de «FEC-CCOO...

En primer lugar. alega que la cuestión planteada por
.. el recurrente es de legalidad ordinaria, cuando, lejos de

haberse producido una lesión de la libertad sindical ha
habido únicamente una interpretación jurisdiccional de
preceptos convencionales y legales que no han podido
infringir, por ello, derecho fundamental alguno.

En segundo lugar. subraya que la Sala de la Audiencia
Nacional no ha entrado en ningún momento a derogar
un precepto del Convenio colectivo. sino únicamente
ha interpretado el mismo sin haberse, por lo tanto. come­
tido la irregularidad denunciada por el demandante de
la que se pudiese derivar vulneración del art. 24.1 C.E.

14. El Ministerio Fiscal registró sus alegaciones el
7 de febrero de 1992, interesando la denegación del
amparo solicitado, pues. en síntesis, entiende que en
la Sentencia recurrida se hace una mera interpretación
del arto 22.3 del Convenio colectivo orientada a colmar
una laguna, lo cual se hace, de acuerdo con el principio
de jerarquía normativa. de acuerdo con la Ley. .
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Además, no entiende que haya existido violación del
arto 24.1 C.E., por cuanto' no se ha producido incon­
gruencia en el sentido de que se hubiera concedido más
de lo pedido, creándose así indefensión, pues el tema
sobre el que recayó la Sentencia definitiva fue efecti­
vamente planteado por la parte demandante, siendo in­
diferente, a efectos de una posible vulneración del
arto 24.1 C.E.. si fue seguido el procedimiento judicial
adecuado.

15. Por providencia de 17 de marzo de 1984, se
señaló para deliberación y votación el día 21 del mismo
mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Como se ha expuesto con detalle en los Ante­
cedentes, el presente recurso de amparo se dirige contra
la Sentencia de la Sala de lo Social de la Audiencia
Nacional. de 19 de febrero de 1991, a la que se imputa
la violación de dos derechos fundamentales: el derecho
a la libertad sindical reconocido en el arto 28.1 C.E.. en
relación al derecho a la negociación colectiva consa­
grado en el arto 37.1 C.E.. y el derecho a la tutela judicial
efectiva del art, 24.1 C.E.

La recurrente alega que la Sentencia impugnada en
la práctica anula el arto 22.3 del Convenio colectivo apro­
bado entre la Patronal ANGED y diversos sindicatos. Este
precepto dispone que «la fecha inicial del cómputo de
antigüedad será la de ingreso del trabajador en la empre­
sa, computándose, a efectos de antigüedad, el tiempo
en que el trabajador haya permanecido contratado bajo
la modalidad de trabajo para la formación o prácticas
con posterioridad al primero de enero de 197B». Para
la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional existe en
este artículo un vacío respecto de los trabajadores con­
tratados antes de esa fecha y, para colmarlo, en el fallo
se declara obligatorio para las empresas regidas por el
Convenio colectivo de grandes almaceneS «... reconocer
el período de duración del contrato de aprendizaje, en
prácticas y formación cuando el empleado haya pasado
sin interrupción a fijo para calcular el complemento de
antigüedad de cualquiera que fuera la fecha de ingreso».

Para el demandante de amparo la referida Sentencia,
al aplicar el Convenio «justamente en sentido inverso
a lo que en el mismo se establece, llegándose con ello
a un resultado opuesto al explícitamente establecido en
el mismon, desconoce el carácter vinculante de lo pac­
tado entre los interlocutores socia)es y, por ello mismo,
vulnera el derecho a la negociación colectiva integrado
en la libertad de sindicación. Por otra parte, continúa,
aun en el supuesto .de que existiera el referido vacío,
la integración del mismo no puede hacerla el órgano
judicial ya que su competencia se contrae a la inter­
pretación y aplicación del Convenio, sin alcanzar a su
integración que corresponde en exclusiva a las orga­
nizaciónes empresariales y sindicales pactantes al afec­
tar al ámbito de la autonomía cole'ctiva protegido por
los mencionados derechos fundamentales.

Del mismo modo, al enjuiciar en la SentenGÍa la lega­
lidad del arto 22.3 y al vaciarlo de contenido en el fallo,
se conculca el arto 24.1 C.E., ya que la pretensión dedu­
cida por los entonces demandantes se limitaba a la inter­
pretación -no a la petición de declaración de nulidad­
del Convenio en cuestión. El referido pronunciamiento
se produjo, pues, sin mediar una acción de impugnación
del convenio en la que hubiera debido ser emplazada
la Comisión negociadora del mismo. De ese modo,
entiende que, por haber entrado la Sentencia en una
materia ajena a la planteada en el proceso por no haberse
ejercido la correspondiente acción impugnatoria y por

.no haber comparecido la Comisión negociadora del Con-

venia, le ha sido vulnerado el derecho a la tutela judicial
efectiva.

2. Si se analizan con detenimiento las alegaciones
de la recurrente y la Sentencia impugnada se observa
con claridad que, en rigor, las pretendidas infracciones
constitucionales aducidaS no son más que meras dis­
crepancias de la actora respecto de la interpretación
del arto 22.3 del Convenio efectuada por la Audiencia
Nacional de forma razonada y no arbitraria. En realidad,
el razonamiento seguido por la demandante de amparo
para fundamentar sus pretensiones hace principio de
la cuestión debatida y parte de una premisa que esta
Sala no puede compartir, a saber, que lo realizado por
la Sentencia impugnada es una efectiva anulación del
arto 22.3 del Convenio al interpretarlo «en sentido inver­
san al que supuestamente le es propio y no, como sos­
tienen la misma Sentencia, el Ministerio Fiscal y las con­
trapartes, una interpretación del mismo tendente a
cubrir, de acuerdo con el arto 11.1 d) del E.T.. el vacío
existente en este artículo respecto de los trabajado­
res contratados con anterioridad al primero de enero
de 1978.

En definitiva, pues, no es necesario analizar la cues­
tión de si el derecho a la negociación colectiva de las
organizaciones empresariales resulta invocable o no en
un recurso de amparo -aunque sí conviene recordar
que este Tribunal ya ha negado su invocabilidad directa
(por todas, SSTC 4/1983 y 51/1984) y ha rechazado
igu'almente la aplicación del arto 28.1 C.E. a las aso­
ciaciones empresariales (SSTC 52/1992 y 75/1992)­
y no es necesario este análisis porque, como queda
dicho, la queja que se expone en el presente caso no
significa en modo alguno una vulneración del derecho
a la negociación colectiva de los empresarios, sino que
por tal se quiere hacer pasar una simple disconformidad
del recurrente respecto del fallo de la Sentencia impug­
nada, identificando lo que, a lo sumo, pudiera ser una
incorrecta interpretación del Convenio controvertido, con
lo que denomina una «aplicación en sentido inverson
a lo que se establece en el Convenio, vulneradora, a
su juicio, del derecho a la negociación colectiva. Censura
carente, pues, de relevancia constitucional máxime cuan­
do el órgano judicial fundó la interpretación del Convenio,
sobre todo, en la puesta en relación del mismo con las
normas legales imperativas, a las cuales ha de someterse
y adecuarse todo convenio colectivo, ya que la fuerza
vinculante de lo pactado y la autonomía colectiva no
excluyen la subordinación de los convenios colectivos
a lo establecido en las normas de superior rango jerár­
quico (SSTC 58/1985,177/1988,171/1989,
210/1990 y 145/1991), ni impide que los órganos judi­
ciales puedan interpretar y colmar de acuerdo con esas
normas los vacíos que en ellos puedan existir.

3. 'lo mismo cabe decir respecto de la pretendida
infracción del derecho a la tutela judicial efectiva. Como
hemos repetido, la demanda se basa únicamente en un
entendimiento distinto al de la Sentencia de la fecha
inicial del cómputo de antigüedad contemplada en el
arto 22.3 del Convenio y en esta discrepancia, que en
nada vulnera el arto 24.1 C.E.. no puede terciar sin más
el Tribunal Constitucional.

A esta conclusión puede añadirse, desde otra pers­
pectiva, a saber: como este Tribunal ha sostenido con
reiteración, el derecho a la tutela judicial efectiva reco­
nocido en el art. 24.1 C.E. comporta, ciertamente, el
derecho de acceder al proceso y ser oído en el juicio
en el que se es demandado, pero no el de que una
pretensión se sustancie a través de un concreto pro­
cedimiento (STC 2/1986), siempre que el seguido en
el caso concreto no haya significado una merma material
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de las garantías exigibles. Por otra parte debe advertirse
que en el momento en el que se interpuso la demanda
no estaba todavía en vigor la actual Ley de Procedimiento
Laboral de 27 de abril de 1990. ni por tanto la actual
modalidad procesal de «impugnación de convenios
colectivos».

En cuanto a la pretendida indefensión derivada del
hecho de que. al haberse tramitado la demanda por el
procedimiento de conflicto colectivo. faltó la intervención
de la Comisión negociadora, cabe advertir. en lo que
aquí interesa. que de lo relatado en la demanda no se
evidencia que esa tramitación causara en la actora una
indefensión en sentido material ya que participó en todo
el proceso y pudo alegar lo que creyó conveniente para
la defensa de sus pretensiones. Por último. tampoco pue­
de compartirse la alegada existencia de una incongruen­
cia ultra petita imputable a la Sentel'lcia recurrida. pues
el fallo de la Sentencia de la Audiencia Nacional se aco­
modaba a lo efectivamente pretendido por la parte que
promovió el conflicto colectivo. como evidencia la lectura
de la demanda presentada en su día por 105 sindicatos
y del recurso de suplicación por ellos interpuesto.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD OUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid, a veintiuno de marzo de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio
Díaz Eimil.-Alvaro Rodríguez' Bereijo.-José Gabaldón
López.-Julio Diego González Campos.-Carlos Víver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

Sala Segunda. Sentencia 93/1994. de 21
de marzo de 1994. Recurso de amparo
1.109/1991. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Zaragoza desestimando
recurso de apelación contra la dictada por el
Juzgado ,de lo Penal núm. 4 de Zaragoza en
procedimiento abreviado sobre delito de robo
con fuerza en las cosas. Vulneración del dere­
cho a la presunción de inocencia: inexistencia
de prueba respecto de uno de los elementos
del tipo delictivo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; dan Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don José
Gabaldón López. don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguieme

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.109/91. interpuesto
por don José Daniel Rodríguez Latorre. representado por
el Procurador de 105 Tribunales don Eusebio Ruiz Esteban
y asistido por el Letrado don Francisco Javier Lacruz

Sainz. contra la Sentencia de la Sección Primera de la
Audiencia Provincial de Zaragoza. desestimando recurso
de apelación contra la dictada por el Juzgado de lo Penal
núm. 4 de Zaragoza en .procedimiento abreviado 3/91
sobre delito de robo con fuerza en las cosas. Han sido
parte el Procurador del recurrente y el Ministerio Fiscal.
Ha sido Ponente el Magistrado don Caries Viver Pi-Su1'1­
ver. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Con fecha de 20 de mayo de 1991 se presentó
en el Juzgado de Guardia de Zaragoza. para su remisión
a este Tribunal, teniendo entrada en su Registro del 29
inmediato, escrito firmado por la Procuradora doña Con­
cepción Ferrer Pérez. en nombre de don José Daniel
Rodríguez Latorre. en el que, tras efectuar una relación
circunstanciada de hechos y denunciar la lesión de su
derecho a la presunción de inocencia, solicitaba que.
para formular demanda de amparo en debida forma,
se le nombrara Procurador de 105 de Madrid.

2. La demanda se dirige contra las Sentencias del
Juzgado de lo Penal núm. 4 de Zaragoza, de 28 de
febrero de 1991. y de la Audiencia Provincial de la misma
capital, de 6 de mayo siguiente, por las que se condenó
y se ratificó la condena, respectivamente, al recurrente.
por un delito de robo con fuerza en las cosas. a una
pena de dos años cuatro meses y un día de prisión menor,
jumo a las accesorias legales.

3. Por providencia de la Sección Tercera. de 6 de
junio de 1991. se puso en marcha el mecanismo para
la designación solicitada, designación que. por nueva
providencia de 27 siguiente. se tuvo por hecha en la
persona del Procurador don Eusebio Ruiz Esteban y se
le confería un término de veinte días para que. bajo
la dirección del Letrado de Zaragoza don Francisco Javier
Lacruz Sainz. dedujera la demanda de amparo.

4. Con fecha de 23 de julio de 1991 se registró
en este Tribunal el escrito de formulación de la demanda.

Los hechos en 105 que se basa se refieren. en síntesis.
a la condena impuesta al recurrente por un delito de
robo con fuerza en las cosas. consistente en haber sus­
traído del maletero -de un automóvil una maleta y un
bolso. que el demandante sostiene haber encontrado
abandonados en la calle.

La representación actora alega la vulneración de su
derecho a la presunción de inocencia y funda esta pre­
tensión en que en el acto del juicio no se probó que
el ahora recurrente cometiera la infracción por la que
ha sido condenado. puesto que 105 agentes que com­
parecieron no comprobaron la existencia de fuerza en
las cosas ni la perjudicada, llamada a declarar. compa­
reció en el acto del juicio ni durante la tramitación de
la causa aportó factura por la reparación de la cerradura
presuntamente forzada.

A la vista de este vacío probatorio. y con apoyatura
en amplia doctrina constitucional. el actor insta el otor­
gamiento del amparo. consistente en la anulación de
las Sentencias que impugna.

5. Por providencia de la Sección de Vacaciones. de
13 de agosto de 1991, se acordó admitir atrámite la
demanda de amparo. reclamando las actuaciones judi­
ciales de la Audiencia Provincial de Zaragoza y del Juz­
gado de lo Penal núm. 4. Recibidas las actuaciones. por
providencia de 7 de octubre de 1991. la Sección acordó
dar vista de'las mismas al recurrente y al Ministerio Fiscal.
para que en el plazo común de veinte días pudiesen
realizar alegaciones.


